
1899.a sesión — 11 de junio de 1985 141

recordar que en el asunto de la Plataforma continental
del mar Egeo n (petición de que se decretaran medidas
cautelares) la Corte vinculó la reparación a la existencia
de un posible daño. En el asunto Mavrommatis1*, la
CPJI reconoció que un hecho determinado había sido ilí-
cito, pero resolvió que no daba lugar a reparación
porque no había habido daño. También conviene señalar
que, con frecuencia, es preciso tomar en cuenta el daflo
para determinar el carácter y el alcance de la reparación.
En materia de vertidos, por ejemplo, se tiene en cuenta el
daño para determinar la ilicitud y la reparación. Por lo
tanto, el Sr. Roukounas propone que se dedique a la
cuestión del daño una disposición en el artículo 6, a
menos que la Comisión decida que se trate en un artículo
separado.

45. El objeto del artículo 5 es, desde luego, definir la
expresión «Estado lesionado», pero esta disposición no
parece abarcar el problema del daño en relación con la
reparación, tanto más cuanto que el Estado lesionado
se define como el Estado que ha sido lesionado en uno
de sus derechos, lo que requiere aclaración. La primera
parte del proyecto de artículos, relativa al nacimiento
de la ilicitud, gira en torno a dos ideas, la de «hecho
internacionalmente ilícito» y la de «Estado autor». Así
pues, es difícil imaginar cómo la segunda parte se
puede basar únicamente en el concepto de «Estado
lesionado».

46. En lo que concierne a la armonía que cabe esperar
exista entre la segunda parte del proyecto y la primera
parte, señala que en la primera parte la Comisión hizo
una distinción entre obligaciones de comportamiento y
obligaciones de resultado. Las consecuencias de esta dis-
tinción, sin embargo, son difíciles de evaluar, y quizá
ésta sea la causa de las dificultades que plantea la
segunda parte.

47. En la primera parte del proyecto la Comisión tam-
bién trazó una distinción entre delitos internacionales y
crímenes internacionales, pero esa distinción, que emana
del derecho interno de ciertos Estados, sólo se puede
incorporar a un instrumento internacional si responde a
exigencias imperativas y específicas. En derecho interno,
esta distinción determina cuál es la jurisdicción compe-
tente y la gravedad de la pena, pero no ocurre lo mismo
en derecho internacional. La Comisión ha hecho esta dis-
tinción para poner de relieve el carácter extremadamente
grave de los crímenes internacionales y poder extraer de
ello las consecuenciass oportunas. La acción más notable
es la movilización de «la comunidad internacional en su
conjunto» para que se ponga fin a un crimen y éste sea
castigado. En la segunda parte del proyecto, el crimen
internacional aparece vinculado al concepto de comu-
nidad internacional en su conjunto, concepto que for-
muló la CI J en el asunto de la Barcelona Traction 15 y que
se ha institucionalizado después de la segunda guerra
mundial.

Se levanta ¡a sesión a las 13 horas.
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SEXTO INFORME DEL RELATOR ESPECIAL y

ARTÍCULOS 1 A 164 (continuación)

1. El Sr. ROUKOUNAS continúa la declaración que
empezó en la sesión anterior y señala, en relación con las
observaciones del Sr. Koroma, que debe considerarse
que la palabra «prejudice» significa «dommage moral ou
matériel», en inglés «injury». No tiene mucho que añadir
a la propuesta ya hecha con respecto al artículo 5 y señala
simplemente que, a fin de abarcar todos los posibles orí-
genes de la obligación incumplida, se debe hacer mención
del origen consuetudinario, convencional o de otra
índole de la obligación. Además, también él es partidario
de una disposición que abarque la situación de un tercer
Estado al especificarse en la misma que los derechos de
que se trate deben ser derechos aceptados por terceras
partes. A este respecto, la situación del «tercer» Estado
podría ser algo diferente, según se trate del texto de un
tratado o de la costumbre expresada en el texto de un tra-
tado.

2. Con sujeción a sus observaciones, que no son cate-
góricas, sobre las «garantías apropiadas», opina que en
el texto del artículo 6 debe introducirse la idea de lesión y
que debería reforzarse el párrafo 1. Sería preferible
decir: «El Estado lesionado tiene derecho a exigir». Este

13 Plateau continental de la mer Egée, mesures conservatoires, orde-
nanza de 11 de septiembre de 1976, C.I.J. Recueil 1976, pág. 3.

14 Concessions Mavrommatis à Jérusalem, fallo N.° 5 de 26 de
marzo de 1925, C.P.J.I. serie A N. ° 5.

13 Véase 1892.a sesión, nota 5.

1 Reproducido en Anuario... 1984, vol. II (primera parte).
2 Reproducido en Anuario... 1985, vol. II (primera parte).
3 La primera parte del proyecto de artículos (Origen de la responsa-

bilidad internacional), cuyos artículos 1 a 35 han sido aprobados en
primera lectura, figura en Anuario... 1980, vol. II (segunda parte),
págs. 29 y ss.

4 El texto figura en 1890.a sesión, párr, 3.
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artículo parece abarcar, esencialmente, los danos a los
particulares, lo que no está justificado. Debe tener un
alcance más amplio y referirse a las «reparaciones» que
es un término genérico, y a continuación a la satisfacción
que deberá recibir el Estado lesionado, que puede ser una
disculpa, una indemnización o una restitución, medidas
que no serán necesariamente acumulativas. El párrafo 2
se refiere a la indemnización. En realidad, todo depende
del acto ilícito, del carácter del daño y de la evaluación
del mismo. El fallo dictado por la CPJI en el asunto de la
Fábrica de Chorzów (fondo)5, a veces citado, ya no
parece responder a las necesidades actuales. En cambio,
se ha visto que se podía obtener satisfacción mediante
una decisión de un órgano internacional (por ejemplo, la
CIJ en el asunto del Canal de Corfú6). En materia de
indemnización, la jurisprudencia ha adoptado un
enfoque restrictivo con respecto a las consecuencias
remotas y aprecia, con razón, ante todo y sobre todo, las
«consecuencias inmediatas y naturales del acto». Por
otra parte, además de la situación del Estado directa-
mente lesionado y del Estado indirectamente lesionado,
es esencial tomar en consideración el daño directo y el
indirecto.

3. Si se modifica el artículo 6 y se le da un alcance más
amplio, el artículo 7 perderá su utilidad. En todo caso, el
Relator Especial no parece tener grandes objeciones a la
idea de eliminar del párrafo 4 del comentario al artículo 7
la referencia al concepto poco claro de «extraterritoria-
lidad». Sería preferible referirse a las atribuciones de un
Estado que estén reconocidas en el derecho internacional
y que a veces dicho Estado ejerza fuera de su territorio.
4. El artículo 8 carece de uniformidad en sus términos.
Versa sobre uno de los aspectos de la reacción del Estado
lesionado en el marco de obligaciones mutuamente rela-
cionadas; no es una cuestión de retorsión o, dicho de
otro modo, una respuesta a un hecho lícito con otro
hecho lícito. En ese caso, cuando el hecho que provoque
la reacción sea lícito, ¿será preciso un artículo al respecto
en el proyecto de artículos? En la práctica es muy difícil,
lamentablemente, evaluar a primera vista el carácter
lícito o ilícito de la reacción y de ahí que se necesite una
disposición que cubra todas las posibilidades. La idea de
reciprocidad es una institución más amplia y se relaciona
no sólo con las crisis, sino también con las relaciones
armoniosas entre los Estados. Algunas constituciones,
incluida la Constitución de Grecia, exigen reciprocidad
en el cumplimiento de los compromisos internacionales y
en las relaciones comerciales y de cooperación. Por lo
tanto, sería mejor hablar de «contramedidas», término
empleado en la primera parte del proyecto, adoptado por
la CIJ y que no ha suscitado grandes dificultades en la
teoría jurídica.
5. El Relator Especiat, que ha situado el artículo 9 en el
marco de las «obligaciones mutuas», propone como
medida de represalia la suspensión del cumplimiento de
las obligaciones del Estado lesionado para con el Estado
que haya cometido el hecho internacionalmente ilícito.
El uso de la palabra «represalia» indica el alcance de la
acción: la medida de represalia significa una medida ilí-
cita contra un acto ilícito y destinada a ponerle fin.
Diversos instrumentos internacionales contienen disposi-
ciones más o menos precisas al respecto. Así, la Declara-

ción sobre los principios de derecho internacional refe-
rentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre
los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones
Unidas7 dispone en el sexto apartado del primer prin-
cipio que los Estados tienen el deber de abstenerse de
actos de represalia que impliquen el uso de la fuerza. Asi-
mismo, el Protocolo adicional a los Convenios de
Ginebra de 12 de agosto de 19498 (Protocolo I), adop-
tado el 8 de junio de 19779, prohibe en su artículo 20 las
represalias contra ciertas categorías de personas y de
bienes. Por lo tanto, las represalias se deben limitar a la
esfera de los conflictos armados y sería mejor que el
Relator Especial volviera a la idea de contramedidas.

6. Al examinar los artículos 8 y 9 se debe tener en
cuenta el principio de la proporcionalidad, corolario de
la utilización de contramedidas en las relaciones interna-
cionales. El Relator Especial prevé dos tipos de propor-
cionalidad: una de ellas es el objeto del párrafo 3 del
comentario al artículo 8 y la otra se explica en el comen-
tario al artículo 4. El mejor procedimiento sería fundir
ambos artículos para tratar la cuestión de las contrame-
didas e incluir una fórmula sobre la proporcionalidad
que excluya toda posibilidad de dificultades de inter-
pretación. Porejemplo, ¿quépasaríasiunEstadolesionado
tomase medidas manifiestamente desproporcionadas?
¿Se le negaría el derecho a exigir una reparación por el
hecho ilícito?

7. El orador está de acuerdo con los miembros de la
Comisión que han insistido en que se introduzcan dispo-
siciones más enérgicas en el artículo 14. Más concreta-
mente con referencia al párrafo 2, considera que la obli-
gación de no reconocer la situación originada por un
crimen internacional es lo menos que se puede pedir a los
Estados a cambio de su participación en la comunidad
internacional. En el curso de su desarrollo, el derecho
interncional se ha movido hacia un derecho de coopera-
ción para convertirse finalmente en un derecho de coor-
dinación, incluso de solidaridad. Nunca se ha conside-
rado justo permanecer indiferente. Un Estado al que se
pida que exprese su posición con respecto al carácter
lícito de un hecho desde el punto de vista del derecho
internacional está siempre obligado a tomar una decisión
y no puede soslayar el problema. No se trata, desde
luego, de distinguir entre reconocer y «reconocer la lega-
lidad». Ante un acto, los Estados deben manifestarse en
sentido afirmativo o negativo. Si el acto es ilícito, la res-
puesta es negativa. El orador comparte, pues, el punto de
vista del Sr. Balanda (1894.a sesión) y del Sr. Díaz Gon-
zález (1898.a sesión) y pide que se supriman las palabras
«la legalidad de» en el apartado a del párrafo 2.

8. En cuanto al artículo 15, el crimen de agresión tam-
bién se debe explicitar en relación con las dimensiones
jurídicas de la legítima defensa.

9. El apartado c del artículo 16 suscita dudas, ya que
hace referencia a las «represalias de beligerantes». La
beligerancia es una situación de guerra según el signifi-
cado clásico de este término, que es demasiado estricto.

5 Fallo N.° 13 de 13 de septiembre de 1928, C.P.J.I.,serieA, N. ° 17.
6 Véase 1898.a sesión, nota 11.

7 Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General, de 24 de octubre
de 1970, anexo.

8 Comité Internacional de la Cruz Roja, Manual de la Cruz Roja
Internacional, ll.aed., Ginebra, 1975, pág. 33.

9 Protocolo relativo a la protección de las víctimas de los conflictos
armados internacionales, Naciones Unidas, Anuario Jurídico 1977
(N.° de venta: S.79.V.1), pág. 101.
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¿No sería mejor hablar de «conflictos armados»? Tam-
bién en este caso, a falta de coordinación entre la labor del
Relator Especial sobre la cuestión de la responsabilidad
de los Estados y la del Relator Especial sobre el proyecto
de código de delitos contra la paz y la seguridad de la
humanidad, es difícil determinar si se debe utilizar la
palabra «represalias». Sin llegar a hacer una propuesta
oficial, sugiere que en este apartado se debe hablar de las
normas de derecho humanitario relativas a los confictos
armados. En el párrafo 5 del comentario al artículo 16 se
podría hacer también referencia, entre otros extremos, al
CICR, a los Convenios de Ginebra de 1949 y al Proto-
colo adicional I, de 1977, que está en vigor aunque el
número de ratificaciones no es muy elevado.

10. El SR. AL-QAYSI dice que el sexto informe del
Relator Especial (A/CN.4/389) señala un hito impor-
tante en la labor de la Comisión sobre este tema. La
esencia básica del conjunto de proyectos de artículos es
aceptable en general y es de suponer que los breves
comentarios se ampliarán.

11. Algunos miembros de la Comisión siguen opinando
que ésta debe limitarse a las esferas tradicionales de la
responsabilidad de los Estados y evitar introducir con-
ceptos nuevos que debiliten el derecho sobre la responsa-
bilidad de los Estados. Es preciso tener en cuenta que
este punto de vista se basa en consideraciones políticas,
más especialmente habida cuenta de lo que la Comisión
ha aprobado provisionalmente en el artículo 19 de la pri-
mera parte, relativo a la distinción entre crímenes y
delitos internacionales y sus consecuencias en cuanto a la
responsabilidad criminal de los Estados. El efecto que se
conseguiría adoptando esta posición sería que la labor de
la Comisión resultaría inaceptable por inconsecuente.
Puesto que en la primera parte del proyecto se admite
que el incumplimiento de una obligación internacional
por parte de un Estado se puede producir respecto de
otro Estado u otros Estados o respecto de la comunidad
internacional en su conjunto o, dicho de otro modo, erga
omnes, no se puede limitar la determinación de las conse-
cuencias jurídicas del incumplimiento excluyendo una
categoría determinada de parte lesionada. Una cosa es
argüir en favor de la idea de proceder restrictivamente al
determinar las consecuencias jurídicas de un hecho inter-
nacionalmente ilícito y otra muy diferente exigir ciertas
salvaguardias jurídicas y judiciales contra los abusos. En
materia de responsabilidad de los Estados abundan los
intereses políticos conflictivos.

12. El reforzamiento del derecho sobre la responsabi-
lidad de los Estados contribuirá, sin duda, a fortalecer el
orden jurídico internacional. Un objetivo como éste no
se puede alcanzar plenamente limitando la segunda parte
del proyecto de artículos a las consecuencias jurídicas de
los delitos internacionales, a fin de evitar a los Estados,
como sujetos de derecho, las consecuencias de la respon-
sabilidad criminal internacional. Con salvaguardias jurí-
dicas y judiciales apropiadas como las que se contemplan
en el sexto informe, la convergencia de la segunda parte
del proyecto de artículos con la primera parte no resulta
una invitación al caos.

13. Sobre esta base, el Sr. Al-Qaysi no tiene ninguna
dificultad en aceptar el fondo del apartado e del artícu-
lo 5 y los artículos 14 y 15, tal como están redactados en
el contexto general de la segunda parte. Además, los
comentarios pertinentes servirán para disipar cualquier

duda que subsista con respecto a los parámetros exactos
de su aplicación en la práctica. Con respecto al artículo
15 opina que es necesario incluir en el proyecto de artí-
culos un artículo aparte sobre el crimen de agresión a
causa del concepto de legítima defensa, que no entra en
juego en el caso de otros crímenes internacionales.

14. Los apartados a,byc del artículo 5 no parecen sus-
citar ningún problema especial, sobre todo puesto que el
Relator Especial señala claramente en el párrafo 7 del
comentario que ese artículo «no puede prejuzgar las
"fuentes" de las normas primarias ni su contenido». Los
incisos i) y ii) del apartado d son básicamente aceptables,
pero el concepto de «intereses colectivos de los Estados
partes» que aparece en el inciso iii) del apartado d parece
haber despertado recelos en algunos miembros. Es cierto
que su texto se podría mejorar. Si el punto planteado en
las dos primeras frases del párrafo 21 del comentario es
que los derechos son aspectos concomitantes de las obli-
gaciones y que son intereses protegidos legalmentes,
resulta más claro el fondo del concepto incorporado en
dicho apartado, ya que la obligación colectiva que los
Estados partes asumen para la protección o promoción
de sus intereses colectivos les da un derecho colectivo a
utilizar recursos en caso de que se produzca una infrac-
ción, a diferencia de lo que ocurriría si se tratase simple-
mente de una obligación común o paralela. Por otra
parte, el Sr. Al-Qaysi no comprende por qué en el inci-
so iv) del apartado d se menciona «la protección de las
personas» mientras que en el párrafo 22 del comentario
se habla de respetar «derechos humanos fundamentales
como tales», y le gustaría que se hiciera alguna aclara-
ción a ese respecto.

15. Los artículos 6 y 7 establecen las nuevas obliga-
ciones del Estados autor con respecto al Estado lesio-
nado. Una de sus finalidades es anular el hecho interna-
cionalmente ilícito del Estado y se prevé una medida de
sustitución en caso de que esto sea materialmente impo-
sible. A este respecto, quizá sería preferible sustituir en el
párrafo 2 del artículo 6 y en el artículo 7 las palabras
«antes de» por las palabras «en el momento de». Aunque
la situación que rige el artículo 7 ya entra en el ámbito del
artículo 6, desea reservar su posición acerca de si es pre-
ciso un artículo separado sobre el trato dado a los extran-
jeros. También podría ser conveniente resolver, me-
diante un texto adecuado, la cuestión de la relación
aparente entre el apartado b del párrafo 1 del artículo 6
de la segunda parte y el artículo 22 de la primera parte del
proyecto de artículos. Sin embargo, el Relator Especial
parece dar a entender en el párrafo 5 del comentario al
artículo 6 que no existe vínculo alguno entre ambas dis-
posiciones, ya que el agotamiento de los recursos
internos se considera en el artículo 22 como una condi-
ción para que exista incumplimiento de una obligación
internacional, mientras que según el apartado b del pá-
rrafo 1 del artículo 6 es el Estado autor quien utiliza los
recursos jurídicos internos después de la violación de la
obligación. Como señaló el Relator Especial en el ante-
rior período de sesiones10, quizá sea mejor modificar el
texto de modo que se mencione la aplicación de
«medidas» en lugar de «vías de recurso».

16. En general, los artículos 8 y 9 parecen ser ade-
cuados, pero en los comentario se debe disipar cualquier
duda que exista acerca de la distinción entre reciprocidad

10 Anuario... 1984, vol. I, pág. 335, 1867.asesión, párr. 31.
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y represalias. El criterio negativo para evaluar el ejercicio
del derecho de represalia que figura en el párrafo 2 del
artículo 9 no debe sustituirse por uno positivo, como han
sugerido algunos oradores, porque el criterio de la des-
proporcionalidad manifiesta está estrechamente relacio-
nado con los efectos del ejercicio del derecho de repre-
salia contra el Estado autor. Es razonable suponer que el
Estado lesionado no es el que debe soportar la carga de
tener que juzgar qué es lo que resulta esencialmente pro-
porcionado, además de la lesión que haya sufrido como
resultado de haber cometido el Estado autor el hecho ilí-
cito. La carga de la prueba debe recaer sobre el Estado
autor y esto sólo puede conseguirse por medio de un cri-
terio negativo.

17. El Sr. Al-Qaysi observa que el artículo 8 está some-
tido a las limitaciones establecidas en los artículos 11 a 13
y señala a la atención de los miembros la afirmación que
figura en el párrafo 3 del comentario al artículo 8, según
la cual «aunque el párrafo 2 del artículo 9 y el artículo 10
contienen condiciones especiales únicamentes para la
toma de represalias, el objeto y propósito de esas condi-
ciones también resultan pertinentes para la calificación
de las medidas que se toman por vía de reciprocidad». De
ser así, le gustaría saber por qué el artículo 10 se rela-
ciona únicamente, y en especial, con el artículo 9.

18. Las disposiciones del artículo 12 parecen esenciales.
No obstante, el apartado a parece tener por objeto
abarcar las inmunidades básicas y quizá el Comité de
Redacción podría mejorar el texto. En cuanto al apar-
tado b, está de acuerdo con el Relator Especial en que,
sencillamente, no es posible dejar de lado las normas
imperativas de derecho internacional general. Del mismo
modo, el Relator Especial ha señalado acertadamente
que el artículo 16 debe se exhaustivo; de otro modo, los
demás artículos no tendrían ningún sentido.

19. En su opinión, la tercera parte es esencial, ya que
esa adición dará seguridad en el ámbito jurídico, permi-
tirá eliminar abusos y reforzará el orden jurídico interna-
cional.

20. Finalmente, de conformidad con el apartado e del
artículo 5 y los artículos 14 y 15, así como las disposi-
ciones del artículo 4, las consecuencias jurídicas de los
hechos internacionalmente ilícitos están sujetas, en su
caso, a las disposiciones y procedimientos de la Carta de
las Naciones Unidas relativos al mantenimiento de la paz
y la seguridad internacionales. Aunque es imposible
rechazar estas normas, queda en pie la cuestión de cuáles
serán las consecuencias jurídicas para los Estados, en el
marco de la segunda parte del proyecto de artículos,
cuando el mecanismo para el mantenimiento de la paz y
la seguridad internacionales previsto en la Carta resulte
nulo al haber sido rechazado rotundamente por un
Estado parte empeñado en un conflicto armado.

21. Si los Estados A y B están enfrentados en un con-
flicto armado que se encuentre en examen en el Consejo
de Seguridad, cabe preguntarse cuáles serán las conse-
cuencias jurídicas, en el marco de la segunda parte del
proyecto de artículos, para ambos Estados, para los
Estados Miembros de las Naciones Unidas en general y
para los Estados miembros del Consejo de Seguridad en
particular si: a) el Estado A acepta las resoluciones uná-
nimes del Consejo de Seguridad sobre el cese de las hosti-
lidades y el arreglo pacífico, incluido un arreglo judicial;
y b) el Estado B rechaza la autoridad del Consejo de

Seguridad, rechaza el arreglo pacífico y rechaza las reso-
luciones unánimemente adoptadas sobre el cese de las
hostilidades. ¿Qué consecuencias jurídicas recaerán
sobre los otros Estados Miembros, en especial los miem-
bros del Consejo de Seguridad, y concretamente los
miembros permanentes, si algunos de ellos continúan
manteniendo relaciones normales con el Estado B y le
permiten de ese modo prolongar el conflicto armado? La
ilegalidad que representa la conducta del Estado B en la
situación contemplada, que es real, hace parecer bastante
teórica la labor de la Comisión, a menos que se enfrenten
con decisión estos aspectos. Tales situaciones quizás se
acepten aduciendo que el problema subyacente es de
índole política. Sin embargo, ¿acaso no ha llegado el
momento de que los miembros de la Comisión marquen
la pauta, estableciendo normas jurídicas que rijan la con-
ducta política?

22. El Sr. LACLETA MUÑOZ dice que sus primeras
observaciones sobre la versión española del sexto
informe (A/CN.4/389) se refieren a una cuestión no
solamente terminológica, sino también conceptual. A
juicio del orador, la palabra «crimen», al igual que las
palabras «responsabilidad criminal», adquieren en este
proyecto un significado independiente del que pueden
tener en cualquier derecho interno. El derecho interna-
cional puede adoptar sus propias definiciones; por
ejemplo, en el artículo 19 de la primera parte del
proyecto se utiliza la palabra «delito» para designar los
hechos ilícitos sin especial gravedad y «crimen» para
designar los hechos ilícitos especialmente graves. Por
consiguiente, ruega a la Secretaría que corrija estos
defectos de la versión española del sexto informe, que, si
produce confusión en los comentarios, es radicalmente
incongruente en los textos de los proyectos de artículos.

23. El artículo 5, que determina las consecuencias jurí-
dicas del hecho ilícito internacional, no ofrece grandes
dificultades, pero el orador se pregunta si no sería prefe-
rible separar los dos supuestos incluidos en el apartado a.
En el apartado d no le parece claro, al menos en su ver-
sión española, si «todo Estado parte» significa «cual-
quier Estado parte». El Sr. Lacleta Muñoz se pregunta si
no debería decirse en los incisos ii) y iii) del apartado d
que son Estados lesionados todos los demás Estados
partes o, al menos, que se trata de cualquier otro Estado
parte.

24. El párrafo 14 del comentario al artículo 5 muestra
con claridad y acertadamente que el Relator Especial
quiere distinguir el caso de los tratados multilaterales que
se descomponen en múltiples pares de relaciones bilate-
rales del de otros tratados multilaterales basados en un
interés común para un mayor número de Estados. Pero
al orador no le parece que el texto del artículo 5 responda
satisfactoriamente a ese propósito ni a las explicaciones
que se dan en los párrafos 19 a 21 del comentario. Al
igual que varios miembros de la Comisión, el Sr. Lacleta
Muñoz piensa que no todos los demás Estados tienen los
mismos derechos que el Estado directamente lesionado
por un crimen internacional. A su juicio, parece nece-
sario reflejar de alguna manera en el texto del artículo lo
que se dice en el párrafo 26 del comentario, es decir, la
distinta intensidad de la lesión que manifiestamente
afecta a las contramedidas aplicables.

25. El artículo 6 está construido de manera potestativa
y evidentemente el Estado lesionado podrá optar por una
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0 varias de las posibilidades enumeradas en el párrafo 1.
El orador cree que falta una referencia a las excusas
usuales en los casos en que el perjuicio no sea físico.
Existe un vínculo entre los apartados a y c del párrafo 1 :
este último enuncia la nueva obligación esencial del
Estado autor, y el primero constituye un mínimo inexcu-
sable en ciertos casos. Propone que el apartado c del pá-
rrafo 1 pase a ocupar el primer lugar, como expresión
fundamental de la obligación de la restitutio in integrum,
moderada por el párrafo 2. En cambio, no le parece
oportuna la referencia en el actual apartado c del párrafo
1 al artículo 7, puesto que en éste se trata únicamente del
supuesto de que el hecho ilícito viole obligaciones rela-
tivas al trato que se ha de dar a particulares extranjeros.
Esa referencia duplica las disposiciones del párrafo 2 del
artículo 6. También abriga ciertas dudas sobre el signifi-
cado del apartado b del párrafo 1.

26. En términos generales, la construcción de los artí-
culos 8 y 9 parece adecuada. En ambos casos se trata de
contramedidas y el orador no se opone a esa termino-
logía. Tampoco le parece objetable la diferenciación
entre la reciprocidad del artículo 8 y la represalia del artí-
culo 9. Le sorprende la omisión de la retorsión, pero le
parece que la licitud de ésta explica la ausencia, aunque la
retorsión entraría en el ámbito de la contramedida. Salvo
la reciprocidad convencional, la reciprocidad no es sino
un género de represalia. Es la ley del talion, sólo que la
ilicitud de la conducta se justifica por repetir la misma
conducta del Estado autor. ¿Justifica esa ligera dife-
rencia entre reciprocidad y represalia la inclusión de artí-
culos separados? Por lo demás, es lógico que, si la repre-
salia del artículo 9 puede consistir en el incumplimiento
de cualesquiera obligaciones respecto del Estado autor,
es tanto más necesario precisar los límites del ejercicio de
ese derecho. Para indicar que se trata de obligaciones no
directamente vinculadas a las violadas, el Sr. Lacleta
Muñoz cree que sería preferible decir en el artículo 9 algo
así como suspender el «cumplimiento de otras obliga-
ciones». La fórmula utilizada, al menos en el texto
español, parece sugerir que el Estado lesionado puede
suspender todas las demás obligaciones, es decir, todas
las no cubiertas por la reciprocidad entendida en el sen-
tido del artículo 8. En realidad, el Estado que decide
aplicar las medidas de represalia puede escoger entre una
amplia panoplia para violar algunos de los derechos del
Estado autor, pero no ha de violarlos todos; esto mani-
fiestamente es excesivo.

27. Al orador le parece aceptable el artículo 10, pues en
él se establece un freno a la represalia, y comparte la idea
de someter la posibilidad de aplicar represalias a un trá-
mite previo, que es el agotamiento de los procedimientos
internacionales de solución pacífica de controversias.
Pero evidentemente la aceptación de este freno está con-
dicionada al contenido del mecanismo para la solución
pacífica de las controversias que se establezca en la ter-
cera parte del proyecto y que consista en medidas autén-
ticas de solución de controversias y no en la mera nego-
ciación que prolongue indefinidamente los problemas.

28. En cuanto al artículo 12, el orador no comparte la
tesis de que los privilegios e inmunidades diplomáticos
están basados esencialmente en la reciprocidad. Por con-
siguiente, al igual que el Relator Especial, cree que hay
que excluir la aplicación de los artículos 8 y 9 en esa
materia. Basta para sostener esta tesis el considerar el
artículo 47 de la Convención de Viena sobre relaciones

diplomáticas, de 1961, que prohibe expresamente la dis-
criminación y, en consecuencia, la reciprocidad.

29. En los artículos 14 y 15, al igual que en el apartado
e del artículo 5, se recogen las consecuencias jurídicas de
la distinción, establecida en el artículo 19 de la primera
parte, entre delito y crimen internacional. ¿Pero es sufi-
ciente el artículo 14? Como algunos otros miembros, el
orador considera que también en los hechos ilícitos, que
constituyen meros delitos, se dan estas obligaciones y no
ve diferencias sino en el grado de intensidad. Piensa que
una de las consecuencias de la comisión de un crimen
internacional será precisamente la de desencadenar tam-
bién la responsabilidad individual de las personas físicas
que encaminaron la conducta del Estado autor. Estima
que en la referencia que contiene el párrafo 1 del artículo
14 a los derechos y obligaciones que determinen las
normas aplicables aceptadas por la comunidad interna-
cional está también cubierta esa posibilidad, pero el
Relator Especial podría explicitarla de manera expresa.
El Sr. Lacleta Muñoz tiene ciertas dudas en el párrafo 3
sobre la expresión «mutatis mutandis»; cree que posible-
mente sería mejor decir «en su caso», puesto que el
supuesto a que se refiere este párrafo no es el de todos los
crímenes internacionales, sino el de aquellos que afectan
a la paz y a la seguridad de la humanidad.

30. En cuanto al artículo 15, el orador se une también a
quienes han sugerido que se haga una referencia explícita
a la consecuencia jurídica del acto de agresión, que es la
puesta en práctica del derecho de legítima defensa del
Estado lesionado.

31. Por último, el Sr. Lacleta Muñoz está convencido
de que es necesaria la tercera parte. Especialmente, quiere
señalar su conformidad con los comentarios del Relator
Especial sobre esta cuestión (A/CN.4/389, párrs. 4 y 5).
El Relator Especial describe con toda precisión una situa-
ción real y unas posibilidades que innegablemente se dan
en la práctica. Es obvio que el Estado autor podrá negar
los hechos, podrá negar la imputabilidad de esos hechos
y podrá negar la ilicitud de esos hechos. Por consi-
guiente, la controversia está en la médula de la responsa-
bilidad, como lo está en el derecho interno. Por otra
parte, y dada la amplitud del proyecto, el orador aspira a
que cubra todas las normas secundarias relativas a todas
las violaciones de las normas primarias, y la consecuencia
que extrae el Relator Especial {ibid., párr. 8), aunque
ambiciosa, le parece muy cierta. La Comisión se enfren-
tará con indudables dificultades prácticas, pero el
esfuerzo es deseable y espera que sea posible. La armoni-
zación de ese sistema con la Carta de las Naciones Unidas
y especialmente con las competencias del Consejo de
Seguridad en el caso de los crímenes contra la paz y la
seguridad de la humanidad ofrece dificultades especiales,
pero confía en que el ingenio y el conocimiento de la
materia del Relator Especial le permitirá sin duda con-
pletar la labor.

32. El Sr. YANKOV felicita al Relator Especial por su
sexto informe (A/CN.4/389), que contiene conjunto de
proyectos de artículos bien estructurado y coherente
sobre el contenido, las formas y los grados de la respon-
sabilidad internacional.

33. Desde luego que es meritoria la forma concisa en
que se presentan los comentarios al proyecto de artí-
culos, pero, a su juicio, deben contener también referen-
cias más detalladas a la práctica de los Estados, que se
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manifiesta en precedentes tratados, fallos judiciales y
evaluaciones de tratadistas de derecho. Dado que, como
el Relator Especial ha señalado acertadamente en su
cuarto informe n , «observamos la abundancia de normas
primarias de comportamiento, una relativa escasez de
normas secundarias y prácticamente la inexistencia de
normas terciarias», será más fácil formular disposiciones
jurídicas adecuadas si se hace hincapié en el material de
base pertinente, lo cual sería particularmente útil para los
gobiernos y sus departamentos jurídicos. Por consi-
guiente, el Relator Especial podría examinar la posibi-
lidad de armonizar el contenido y la forma de los comen-
tarios a su proyecto de artículos con los comentarios más
detallados a los artículos de la primera parte.

34. El orador duda seriamente de que los tres elementos
medulares de la segunda parte del proyecto, a saber, el
contenido, las formas y los grados de la responsabilidad
internacional, se reflejen adecuadamente en los
proyectos de artículos propuestos en el sexto informe.
Los artículos 2, 5 y 11 precisan que el «contenido de la
responsabilidad internacional» consiste en que un hecho
internacionalmente ilícito crea nuevas relaciones entre el
Estados autor y el Estado lesionado, pero los artículos 6
a 10 requieren un mayor estudio y elaboración porque,
aunque se refieren al principio de la proporcionalidad,
no incluyen todos demás criterios que serían útiles para
determinar «las formas y los grados de la responsabilidad
internacional». A ese respecto, el Sr. Ushakov ha pro-
puesto (1895.a sesión, párr. 24) un nuevo proyecto de
artículo que complementaría el artículo 6 y que se refiere
a las medidas que el Estado lesionado estaría facultado
para adoptar contra un Estado que hubiese cometido un
delito internacional. La Comisión podría inspirarse en
esa propuesta en sus intentos de examinar la posibilidad
de garantizar una cobertura más adecuada de los tres
elementos principales de la segunda parte.

35. Como podría haber una dicotomía entre el trata-
miento de los crímenes y el de los delitos, el orador
sugiere que la Comisión decida lo antes posible si tratará
en la segunda parte del proyecto la responsabilidad de los
Estados tanto por los crímenes como por los delitos y en
el proyecto de código sólo la responsabilidad criminal de
los individuos por los delitos contra la paz y la seguridad
de la humanidad.

36. El artículo 5 es fundamental, porque su objeto es
definir al principal actor de la segunda parte del
proyecto, a saber, el «Estado lesionado». Por tanto, el
artículo debe comenzar con una frase introductoria que
identifique al «Estado lesionado» como «un Estado cuyo
derecho en virtud del derecho internacional haya sido
violado por un hecho internacionalmente ilícito come-
tido por otro Estado», indicando así los elementos prin-
cipales de la relación jurídica entre el Estado lesionado y
el Estado autor y haciendo referencia a las fuentes del
derecho internacional. En su versión actual, por
ejemplo, el apartado a del artículo 5 se centra no en
una norma general del derecho de los tratados, sino en
un derecho nacido de una disposición de un tratado
«para un tercer Estado». Así pues, ese apartado requiere
una mayor elaboración, al igual que el apartado b, rela-
tivo a un fallo u otra decisión obligatoria dictada por una
corte internacional de justicia o por un tribunal interna-

11 Anuario... 1983, vol. II (primera parte), pág. 9, documento
A/CN.4/366 y Add.l, párr. 35.

cional de arbitraje para la solución de una controversia.
El Relator Especial ha basado acertadamente el apartado
d en el artículo 60 de la Convención de Viena sobre el
derecho de los tratados, de 1969, pero la distinción entre
los incisos ii) y iii) y, aun en cierta medida, el incivo iv) no
es en modo alguno precisa. Tal vez podrían combinarse
los incisos ii) y iii) e incluirse en el comentario al artículo
5 una explicación de los casos que comprenden. El hecho
de singularizar en el iciso iv) la «protección de las per-
sonas» no se justifica en absoluto en función de la estruc-
tura general del proyecto de artículos, pues puede haber
otros «sujetos» que también requieran protección espe-
cial. Con respecto al apartado e, el orador concide con
otros miembros que han hecho hincapié en que podría
aplicarse a una enorme variedad de situaciones y que no
expresa los grados de la responsabilidad de los Estados
en términos jurídicos claros.

37. El Sr. Yankov experimenta alguna dificultad con
respecto al contenido y ámbito de aplicación de las repa-
raciones que el Estado lesionado podrá exigir en virtud
del proyecto de artículo 6. La lista contenida en los apar-
tados a a d del párrafo 1 no es en absoluto exhaustiva, ya
que no menciona posibilidades tales como la «satisfac-
ción» o las «excusas». Por consiguiente, se debe desa-
rrollar más el fondo de la disposición y habrá que explicar
con más claridad la relación entre el párrafo 2 del artí-
culo 6 y el artículo 7. Además, las palabras «podrá
exigir», que figuran en el párrafo 1, son demasiado
débiles y no hay necesidad de referirse en el apartado a
del párrafo 1 concretamente a las «personas» y los
«objetos».

38. Con referencia al artículo 7, en orador no ignora
que el trato otorgado a particulares extranjeros y la res-
ponsabilidad de los Estados a ese respecto ha ocupado
tradicionalmente un lugar destacado en el derecho inter-
nacional, pero es discutible si ha asignarse importancia
especial a un tipo particular de hecho internacionalmente
ilícito en un conjunto de proyectos de artículos sobre el
contenido, las formas y los grados de la responsabilidad
internacional. El contenido del artículo 7 podría incluirse
sin dificultad en el artículo 6.

39. En cuanto a los artículos 8 y 9, el Sr. Yankov está
de acuerdo con el Sr. Roukounas en que quizá sea más
adecuado referirse a las contramedidas, que se abordan
en el artículo 30 de la primera parte del proyecto, que a la
reciprocidad y las represalias. A su juicio, se deben seguir
examinando los criterios y parámetros de las contrame-
didas, incluidos su carácter temporal y su proporciona-
lidad, y la posibilidad de la solución pacífica de las con-
troversias. No ha de ser imposible hallar un medio de
referirse muy ampliamente a las «contramedidas» y de
combinar los artículos 8 y 9. Además, podría ser peli-
groso referirse en el párrafo 1 del artículo 9 a «sus demás
obligaciones para con el Estado que haya cometido el
hecho internacionalmente ilícito», porque las obliga-
ciones en el marco de un tratado concreto son completa-
mente diferentes de otras obligaciones derivadas de
normas consuetudinarias. Se abrirían posibilidades para
las represalias si el Estado lesionado pudiera elegir sin
limitaciones entre las obligaciones cuyo cumplimiento
puede suspender.

40. Por lo que respecta al artículo 11, el Relator Espe-
cial ha hecho hincapié acertadamente en la importancia
de las medidas provisionales en relación con la organiza-
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ción de la respuesta al incumplimiento de una obligación
derivada de un tratado multilateral.

41. Asimismo, en el artículo 12 el Relator Especial se
refiere correctamente sólo a las «inmunidades» y no a los
«privilegios e inmunidades». Las inmunidades pueden
considerarse incluidas en el ámbito del jus cogens y, por
lo tanto, requieren una protección garantizada. Sin
embargo, en el comentario al artículo 12 se debe explicar
por qué sólo se hace referencia a las «misiones diplomá-
ticas y consulares y a su personal» y no a los demás tipos
de misiones, como las misiones permanentes, que también
gozan de protección. El orador comparte las dudas
expresadas por otros miembros en relación con la refe-
rencia en el apartado b del artículo 12 a «una norma impe-
rativa de derecho internacional general».

42. Como ha indicado el Relator Especial en el párra-
fo 1 del comentario, el artículo 13 se refiere al caso de una
destrucción total como consecuencia de un hecho inter-
nacionalmente ilícito, del sistema establecido por un tra-
tado multilateral. No obstante, este artículo ha de tener
su lugar en el proyecto como una disposición de salva-
guardia.

43. El orador está de acuerdo con el Sr. Ushakov (1895.a

sesión) en que el artículo 14 debe abarcar tanto un
«crimen internacional» como un «delito internacional».
El párrafo 3 se refiere a los procedimientos establecidos
en la Carta de las Naciones Unidas para el mantenimiento
de la paz y la seguridad internacionales. A ese respecto,
procede considerar el artículo 15 en relación con los artí-
culos 14 y 4. Es evidente el motivo por el que se menciona
expresamente la agresión en el artículo 15, pero el orador
no comprende por qué se han omitido otros crímenes
comprendidos en la primera parte del proyecto.

44. Refiriéndose a la tercera parte, sobre el modo de
hacer efectiva la responsabilidad internacional y la solu-
ción de controversias, el Sr. Yankov recuerda que la
Comisión, en su 27. ° período de sesiones, en 1975, decidió
dividir el proyecto de artículos sobre la responsabilidad
de los Estados en tres partes. No obstante, no sería sufi-
ciente si la tercera parte se considerara limitada a las
normas secundarias contenidas en la segunda parte o si,
como declaró el Relator Especial en su cuarto informe,
«ese arreglo limitado de la controversia» se refiriese sólo
«a la interpretación de las normas que podrían figurar en
la segunda parte en relación con la proporcionalidad
cuantitativa y cualitativa» n. Por tanto, el Relator Espe-
cial tiene razón al sugerir que el procedimiento de solu-
ción de controversias podría hacerse extensivo a la inter-
pretación de los capítulos II, III, IV y V de la primera
parte del proyecto13. Aunque el orador puede coincidir
con otros miembros de la Comisión en que ha de adop-
tarse un enfoque prudente al tratar los complejos pro-
blemas que entraña la tercera parte, no piensa que pueda
establecerse un sistema de la responsabilidad de los
Estados sin disposiciones sobre el modo de hacer efectiva
la responsabilidad internacional y la solución de contro-
versias. En consecuencia, la Comisión debe alentar al
Relator Especial a que redacte esas disposiciones.

Se levanta la sesión a las 18.05 horas.
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Responsabilidad de los Estados (continuación) [A/
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ILC(XXXVII)/Conf.Room Doc.3, ILC(XXXVII)/
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[Tema 3 del programa]

Contenido, formas y grados de la responsabilidad inter-
nacional (segunda parte del proyecto de artículos) y

Modo de «hacer efectiva» la responsabilidad interna-
cional y solución de las controversias (tercera parte del
proyecto de artículos)3 (continuación)

PROYECTO DE ARTÍCULOS
PRESENTADO POR EL RELATOR ESPECIAL

(continuación)

SEXTO INFORME DEL RELATOR ESPECIAL y

ARTÍCULOS 1 A 164 (continuación)

1. El Sr. MALEK recuerda que la Sexta Comisión
puso de relieve en el trigésimo noveno período de
sesiones de la Asamblea General la importancia que
reviste el tema de la responsabilidad de los Estados, así
como la necesidad de terminar su estudio lo antes
posible. Además, la propia CDI, en su informe sobre la
labor realizada en su 36.° período de sesiones, mencio-
naba la conveniencia de terminar la primera lectura de la
segunda parte, y posiblemente de la tercera parte, del
proyecto de artículos antes de que expire el actual man-
dato de sus miembros5. En consecuencia, la Comisión
debería tomar ahora disposiciones para la segunda lec-
tura del proyecto. Ya se han hecho comentarios doctri-
nales de gran valor respecto de la primera parte del
proyecto. Será muy útil una compilación sistemática de
las opiniones expuestas por la doctrina así como por los
miembros de la Comisión en los diversos períodos de
sesiones. Además, casi todos los proyectos de artículos
han suscitado propuestas sustantivas que exigen un
atento examen y, en algunos casos, una investigación
considerable del Relator Especial antes de que éste

12 Ibid., párr. 40.
13 Ibid., págs. 9 y 10, párrs. 40 y 41.

1 Reproducido en Anuario... 1984, vol. II (primera parte).
2 Reproducido en Anuario... 1985, vol. II (primera parte).
3 La primera parte del proyecto de artículos (Origen de la responsa-

bilidad internacional), cuyos artículos 1 a 35 han sido aprobados en
primera lectura, figura en Anuario... 1980, vol. II (segunda parte),
págs. 29 y ss.

4 El texto figura en 1890.a sesión, párr. 3.
5 Anuario... ¡984, vol. II (segunda parte), pág. 109, párr. 387.




